RESPUESTA CUESTIONARIO
El presente documento contiene la respuesta del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS) del Gobierno de Chile al cuestionario de la Relatora Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, para su informe temático sobre “La violencia y su impacto en el derecho a la salud”, a ser presentado en el Consejo de Derechos Humanos en junio de 2022. 
Datos de contacto:

	Tipo de actor (por favor seleccione uno)
	Estado

Estado observador

Otro (por favor especifique):



	Nombre del Estado/persona

encuestada
	Departamento Defensoría de la Inclusión, Servicio Nacional de la Discapacidad, Chile


Preguntas
	


Por favor, describa si el marco legal prohíbe y sanciona estas formas de violencia y las definiciones y formas de violencia incluidas en el sistema legal. Por favor, explique las opciones de reparación para las supervivientes de la violencia (la vía que siguen si deciden presentar una denuncia), el nivel de impunidad, y si se reconoce el acceso a una atención física y mental integral como una forma de reparación para las supervivientes de la violencia de género.

En materia de discapacidad no existe una política específica sobre tratamiento y protección de las víctimas de violencia, sino que es aplicable la política general para mujeres, la cual contempla una mirada interseccional.

Sin perjuicio de lo anterior, la discapacidad es considerada para efectos de agravar la pena en la comisión de ciertos delitos y también para establecer medidas inmediatas de protección de la víctima de violencia intrafamiliar.

De esta manera, se contempla en el artículo 12 del Código Penal, dentro de las agravantes, la causal 21ª: “Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca”.
En el artículo 390 bis del mismo código, se contempla de manera específica el delito de femicidio y en el art. 390 quáter, se establecen las circunstancias agravantes para dicho delito, entre las que se considera “2. Ser la víctima una niña o una adolescente menor de dieciocho años de edad, una mujer adulta mayor o una mujer en situación de discapacidad en los términos de la ley N° 20.422”. 
Asimismo, en el caso de los delitos de lesiones corporales, que se ejecutan en contra de un menor de dieciocho años de edad, adulto mayor o persona en situación de discapacidad, por quienes tengan encomendado su cuidado, la pena señalada para el delito se aumentará en un grado (art. 400 Código Penal).
En el año 2017, mediante la Ley 21.013, se incorporó el delito de maltrato a menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad, el cual contemplan una acción penal pública.

En cuanto a la Ley 20.066, sobre violencia intrafamiliar, en su artículo 7°, se establece el concepto de “Situación de riesgo”, en razón de la cual, “[c]uando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el solo mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan”. De esta manera, el artículo fija ciertas presunciones y entre ellas determina que “el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable […]”.
Por favor, comparta ejemplos de los tipos de violencia estructural e institucional con origen dentro del Estado, (perpetrada o condonada por el Estado) o perpetrada por aquellos que no representan o están afiliados al Estado en su país/región, y quiénes son los afectados. En particular, describa la violencia estructural/institucional en entornos médicos contra las mujeres y las niñas, las personas LGBTI y las personas con discapacidad o cualquier otro individuo o grupo relevante en su país/empresa o región.
La falta de estructura accesible como, asimismo, de implementación de ajustes razonables, en materia de atención de salud y la perpetuación de prejuicios respecto de la discapacidad, genera situaciones de discriminación que podrían considerarse un tipo de violencia en contra de las mujeres con discapacidad. La infantilización y el desconocimiento sobre los derechos sexuales y reproductivos de las personas con discapacidad por parte de los sistemas de salud y educativos, implica a su vez una falta de abordaje claro y concreto que permita la educación sexual y la debida protección de la maternidad y paternidad de estas personas.

Reconociendo dicha situación, en 2019, el Servicio Nacional de la Discapacidad, en un trabajo conjunto con la Universidad de Chile, realizaron jornadas de capacitación sobre Derechos Sexuales y Reproductivos de Personas con Discapacidad a personal de la Atención Primaria de Salud para el correcto abordaje y/o derivación de las personas en situación de discapacidad que requieren de atención o información relacionada; se elaboró y publicó el Manual de Sexualidad e Inclusión de Personas con Discapacidad
; se llevó a cabo el Conversatorio “Violencia contra la Mujer con Discapacidad”. Producto de este trabajo conjunto, se logró la capacitación de 250 funcionarios y funcionarias de la atención primaria de salud, así como la incorporación de acciones de salud sexual y reproductiva en las acciones de rehabilitación para las personas con discapacidad, y también el refuerzo del trabajo de la red local de salud, a fin de resolver y promover los derechos en esta materia.
En 2021, en el marco de las acciones comprometidas con dicha universidad, también se creó y difundió material gráfico en el ámbito de salud sexual y reproductiva de las personas con discapacidad, cuyo objetivo general es promover la sexualidad integral y derechos sexuales y reproductivos de personas con discapacidad a través del desarrollo de infografías con estándar inclusivo y generadas de forma participativa, para ser utilizadas en espacios institucionales, redes sociales, medios masivos y comunitarios (https://senadis.gob.cl/sala_prensa/d/noticias/8663/hablemos-sobre-discapacidad-y-derechos-sexuales-y-reproductivos).

Se encuentra en tramitación, el proyecto de ley que establece los derechos de las mujeres en las atenciones gineco-obstétricas, los derechos del nacimiento y regula la violencia gineco-obstétrica. Boletín N° 14.284-11, del Senado, que tiene como propósito esencial asegurar el respeto y promoción de los derechos de la mujer, el recién nacido y la familia en el proceso de gestación, preparto, parto y post parto, así como también en torno a su salud ginecológica. 

También se encuentra en tramitación el proyecto de ley que establece, garantiza y promueve los derechos gineco obstétricos de la mujer en el ámbito de las prestaciones de salud, y sanciona su vulneración. Boletín N° 12.707-11
, de la Cámara de Diputados, que tiene por objeto establecer, garantizar y promover los derechos de las mujeres al momento de ser sometidas a cualquier procedimiento ginecológico, o bien cuando sean asistidas durante el trabajo de parto, el parto y el post parto, con el fin de proteger su integridad física y psíquica, y erradicar y sancionar cualquier manifestación de violación a estos derechos que altere las condiciones adecuadas con las que debe contar cada mujer al momento de ser examinadas o de dar a luz.  
Por último, cabe mencionar el proyecto de ley que modifica el Código Penal, para tipificar el delito de maltrato respecto de la mujer embarazada, cometido por los profesionales de la salud que indica. Boletín N° 12.510-07
, de la Cámara de Diputados.
Por favor, comparta también información sobre el impacto de la criminalización del trabajo sexual, de las relaciones entre personas del mismo sexo, de la transexualidad, del aborto, del abuso de drogas, de las prácticas nocivas en la atención obstétrica, de la mutilación genital femenina etc. en la violencia experimentada por las personas afectadas y su disfrute del derecho a la salud.
En Chile se llevan a cabo procedimientos de esterilización, de acuerdo a la normativa vigente. 

El artículo 9 de la Ley No 20.422, que establece Normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad, señala que "[e]l Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar a las mujeres con discapacidad y a las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, el pleno goce y ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad con las demás, en especial lo referente a su dignidad, el derecho a constituir y ser parte de una familia, su sexualidad y salud reproductiva.".
La Ley N° 20.418, que fija Normas sobre Información, Orientación y Prestaciones en Materia de Regulación de la Fertilidad, establece en su artículo 2 inciso 1° que, "[t]oda persona tiene derecho a elegir libremente, sin coacción de ninguna clase y de acuerdo a sus creencias o formación, los métodos de regulación de la fertilidad femenina y masculina, que cuenten con la debida autorización y, del mismo modo, acceder a efectivamente a ellos [...]".
Por su parte, la Ley N° 20.584, que Regula los Derechos y Deberes que tienen las Personas en Relación con Acciones Vinculadas a su Atención en Salud, asegura, en su artículo 14, que toda persona tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, el cual debe ser ejercido en forma libre, voluntaria, expresa e informada.
Asimismo, en el artículo 15 de la misma Ley N° 20.584 se establecen las situaciones en que no se requerirá la manifestación de voluntad, contemplando además medidas cuando la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por no existir o por no ser habido. En estos casos, se deben adoptar las medidas apropiadas en orden a garantizar la protección de la vida. En este sentido, el párrafo 8° del título II de la citada Ley N°20.584, titulado "de los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual", establece que si la persona no se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad, las indicaciones y aplicación de tratamientos invasivos e irreversibles, tales como esterilización con fines contraceptivos, psicocirugía u otros de carácter irreversible, deben contar siempre con el informe favorable del comité de ética del establecimiento de salud de que se trate.
Por su parte, el Decreto N° 570 del Ministerio de Salud, que Aprueba Reglamento para la Internación de las Personas con Enfermedades Mentales y sobre los Establecimientos que la Proporcionan, en sus artículos 20 y siguientes se refiere al consentimiento para llevar a cabo los tratamientos, estableciendo como premisa básica el otorgamiento del mismo por parte del paciente de manera voluntaria, libre e informada. 
Por otro lado, el Ministerio de Salud, mediante la Circular N° A15/05, de 06 de marzo de 2018, sobre Esterilización Quirúrgica con Fines Contraceptivos en Personas con Discapacidad Mental que no pueden manifestar su voluntad, establece diversos criterios y requisitos para proceder a este tipo de prácticas, y en su letra e) señala que “[e]xcepcionalmente, se podrá realizar una esterilización quirúrgica en persona que no puede manifestar su voluntad o preferencia, si se cumplen los siguientes requisitos: 
1. Que la persona haya cumplido la mayoría de edad al momento de practicarse el procedimiento;
2. Que la persona presente una incapacidad permanente para consentir o manifestar su preferencia, esto es que esta incapacidad no sea producto de un estado clínico susceptible de revertir;
3. Que la necesidad de realizar el procedimiento obedezca exclusivamente a indicación médica fundada en razones de la misma índole, habiéndose descartado, por contraindicación médica fundamentada, la prescripción o uso de métodos anticonceptivos reversibles;
4. Que se hayan realizado todas las acciones necesarias para conocer la preferencia de la persona con respecto al uso de métodos contraceptivos. Nunca se debe considerar que la persona pierde la capacidad de consentir o expresar preferencias basado sólo en el diagnóstico que presenta;
5. Que la solicitud de efectuar el procedimiento no tenga como objetivo evitar un posible embarazo, debido a situaciones de abuso sexual y violación, en especial en una persona que no presenta una vida sexual activa con posibilidad de embarazo;
6. Que la solicitud de realizar el procedimiento debe ser hecha por una persona natural y no por una institución, con el objeto de proteger el interés superior de la persona y no la conveniencia de terceros;
7. Que se cuente con el consentimiento del representante legal, si lo hubiere;
8. Que el Comité de Ética Asistencial respectivo haya dado su opinión favorable, después de haber analizado e informado rigurosamente el caso, incluido el proceso efectuado para conocer la preferencia de la persona y el proceso de deliberación realizado;
9. Que la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales haya otorgado su aprobación".
El 11 de mayo de 2021, se publicó la Ley N°21.331
 del reconocimiento y protección de los derechos de las personas en la atención de salud mental. Esta ley tiene por finalidad reconocer y proteger los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual, en especial, su derecho a la libertad personal, a la integridad física y psíquica, al cuidado sanitario y a la inclusión social y laboral. En esta ley se entiende que la hospitalización psiquiátrica es un recurso excepcional y esencialmente transitorio.
En su artículo 9, se establece algunas garantías para las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual, entre lo que se señala el “no ser esterilizada sin su consentimiento libre e informado. Queda prohibida la esterilización de niños, niñas y adolescentes o como medida de control de fertilidad. Cuando la persona no pueda manifestar su voluntad o no sea posible desprender su preferencia o se trate de un niño, niña o adolescente, sólo se utilizarán métodos anticonceptivos reversibles.”
En el artículo 17, se dispone que en ningún caso se podrá someter a una persona hospitalizada en forma involuntaria a procedimientos o tratamientos irreversibles, tales como esterilización o psicocirugía.
Por favor comparta información sobre las respuestas sanitarias y de otro tipo proporcionadas por el Estado y/u otros actores en su/s país/es o regiones en cuestión a los supervivientes de cada/algunas de las formas de violencia mencionadas. Por favor, evalúe lo que funciona bien y lo que no funciona tan bien, y si COVID-19 impactó en la respuesta y cómo.
La violencia contra la mujer, está contemplada de manera específica, como parte de la violencia intrafamiliar, y asimismo, como delito de maltrato habitual y como delito de femicidio, pero no se ha establecido una norma general de violencia contra la mujer, donde se involucre como actor, al Estado o la violencia institucional.
Existe un proyecto de ley que modifica y fortalece la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, Boletín N°12.748-17, del Senado
, que busca incorporar la definición de discriminación directa e indirecta, como asimismo, la discriminación múltiple o agravada y la discriminación estructural. En la misma línea se encuentra el proyecto de ley que Modifica la ley N°20.609, que Establece medidas contra la discriminación, para reforzar la protección de grupos vulnerables, hacer prevalecer el derecho a la igualdad y no discriminación, y otras materias que detalla; Boletín N° 13.867-17, de la Cámara de Diputados
.
También el proyecto de ley sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, Boletín N° 11.077-07
, de la Cámara de Diputados. El texto aprobado en general por la Comisión Especial encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley relacionados con la mujer y la igualdad de género, establece en el objeto de la ley, la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, incorporando diversas categorías, entre las que menciona la etnia, la discapacidad, la calidad de migrante, sin establecer un catálogo taxativo, pues deja abierta la consideración de “cualquier otra condición”. Se incluye dentro de los tipos de violencia contra la mujer, la violencia simbólica, institucional, política, laboral, la violencia indirecta. Introduce modificaciones a la Ley 20.066 sobre violencia intrafamiliar, en cuanto a incorporar de manera específica medidas de protección y asistencia a las personas con discapacidad, además de la mujer, los adultos mayores y los niños.
Por favor, especifique el presupuesto asignado en su país/regiones en cuestión, a la respuesta de la salud para los supervivientes de todas/algunas de las formas de violencia mencionadas anteriormente. Por favor, indique el porcentaje del presupuesto nacional dedicado a esto; el porcentaje de la ayuda internacional proporcionada o recibida para esto. Por favor, explique el impacto de COVID-19 en la financiación de las respuestas a todas/algunas formas de violencia en su Estado/institución.
En cuanto a las personas con discapacidad, el Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), ejecuta el Programa Acceso a la Justicia
, el cual está destinado a prestar asesoría jurídica gratuita a personas con discapacidad que son víctimas de discriminación y vulneración de sus derechos en razón de la discapacidad. En tal contexto, puede caber cualquier tipo de situación, en la que se puede incluir la violencia de género, salvo que se trate de materia penal, por cuanto los abogados del programa, no tienen competencia para ello. Este programa tiene un presupuesto anual para 2022
, de $379.180.000.
SENADIS también desarrolla otra línea de programas, que entregan apoyo a las personas con discapacidad que requieren de cuidados especiales, ayudas técnicas, o residencias. De esta manera se ejecuta el programa de Residencias para adultos con discapacidad, con un presupuesto para 2022 de $11.947.339.000, el programa Tránsito a la vida independiente
, con un presupuesto para 2022 de $2.166.696.000, el programa de Ayudas técnicas
, cuyo presupuesto, corresponde también a aportes de otros servicios, según se describe en la Ley de Presupuesto del año 2022, partida 21, capítulo 07, programa 01
. 
Departamento de Defensoría de la Inclusión
Subdirección Nacional
Servicio Nacional de la Discapacidad
X




















� � HYPERLINK "https://www.senadis.gob.cl/descarga/i/5609/documento" �https://www.senadis.gob.cl/descarga/i/5609/documento� 


�� HYPERLINK "https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13246&prmBOLETIN=12707-11" �https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13246&prmBOLETIN=12707-11� 


�� HYPERLINK "https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13042&prmBOLETIN=12510-07" �https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13042&prmBOLETIN=12510-07� 


� � HYPERLINK "http://bcn.cl/2p863" �http://bcn.cl/2p863� 


�� HYPERLINK "https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13286&prmBOLETIN=12748-17" �https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=13286&prmBOLETIN=12748-17� 


�� HYPERLINK "https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=14429&prmBOLETIN=13867-17" �https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=14429&prmBOLETIN=13867-17� 


�� HYPERLINK "https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=11592&prmBOLETIN=11077-07" �https://www.camara.cl/legislacion/ProyectosDeLey/tramitacion.aspx?prmID=11592&prmBOLETIN=11077-07� 


�� HYPERLINK "https://www.senadis.gob.cl/pag/329/1594/programa_acceso_a_la_justicia_para_personas_con_discapacidad" �https://www.senadis.gob.cl/pag/329/1594/programa_acceso_a_la_justicia_para_personas_con_discapacidad� 


� � HYPERLINK "https://www.dipres.gob.cl/597/articles-257394_doc_pdf.pdf" �https://www.dipres.gob.cl/597/articles-257394_doc_pdf.pdf� 


� � HYPERLINK "https://www.senadis.gob.cl/pag/618/1575/programa_transito_a_la_vida_independiente_2021" �https://www.senadis.gob.cl/pag/618/1575/programa_transito_a_la_vida_independiente_2021� 


� � HYPERLINK "https://www.senadis.gob.cl/pag/569/1649/proceso_de_financiamiento_ayudas_tecnicas_2020" �https://www.senadis.gob.cl/pag/569/1649/proceso_de_financiamiento_ayudas_tecnicas_2020� 


� � HYPERLINK "https://www.dipres.gob.cl/597/articles-257394_doc_pdf.pdf" �https://www.dipres.gob.cl/597/articles-257394_doc_pdf.pdf�    





2

